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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

Comparece Puerto Rico Metal Service, Inc., (“PR Metal, la co-

demandada o la parte peticionaria”) y nos solicita que revoquemos 

la “Sentencia Parcial” emitida el 24 de junio de 2019 y notificada el 

25 del mismo mes y año por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (TPI). Mediante dicho dictamen, el TPI 

declaró Ha Lugar la “Moción de Desistimiento sin Perjuicio contra 

Integrand Assurance Company al amparo de la Regla 39.1 de 

Procedimiento Civil” presentada por Precision Fabricators, Inc., 

(“Precision, la parte demandante o la parte recurrida”). Como 

consecuencia, el Foro primario ordenó el archivo sin perjuicio del 

caso de epígrafe en cuanto a la co-demandada, Integrand 

Assurance Company. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes y a tenor 

con el Derecho aplicable, procedemos a disponer del presente 
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recurso mediante los fundamentos que expondremos a 

continuación. 

I. 

El 4 de enero de 2019, Precision Fabricators, Inc., instó una 

demanda sobre cobre de dinero e incumplimiento de contrato 

contra Puerto Rico Metal Service, Inc., y/o Aguayo’s Sheet Metal 

MFG., y su compañía aseguradora, Integrand Assurance Company, 

(“Integrand”), por los servicios prestados y los materiales provistos 

como parte de la realización del proyecto “High Performance Green 

Building Modernization and Other Alteration Work for the 

Clemente Ruiz Nazario Courthouse and the Federico Degetau 

Federal Office Building, Hato Rey, Puerto Rico” (“el proyecto”). La 

parte demandante expresó que, allá para el 9 de julio de 2010, el 

contratista general encargado del proyecto, Fusco Corporation, 

suscribió un contrato con Precision mediante el cual esta última 

“acordó proveer ciertos trabajos, materiales y equipo de ductos, 

aire acondicionado, y sistemas eléctricos, de comunicación y 

seguridad en el Proyecto”.1 Añadió que, como subcontratista del 

proyecto encargada de proveer la mano de obra y materiales, 

Precision subcontrató a PR Metal para que se encargara de realizar 

ciertos trabajos en el proyecto, entre ellos, la instalación y 

aplicación de una capa antimicrobiana o “antimicrobial coating” a 

los ductos de ventilación en el proyecto.2 

Según lo acordado, PR Metal instaló y aplicó una capa 

antimicrobiana al interior de los ductos en metal para aires 

acondicionados del proyecto.  No obstante, luego de que PR Metal 

aplicó la capa antimicrobiana y los ductos de metal entraron en 

funcionamiento, la capa comenzó a descascararse y partículas 

fueron encontradas en los pisos de varios cuartos de los edificios 

 
1 Apéndice de la Petición, Anejo 1, pág. 4. 
2 Íd. 
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que formaban parte del proyecto, incluyendo las salas del Tribunal 

Federal. Además, se alegó que las partículas habían obstruido 

maquinaria y alarmado a los inquilinos al toparse con particulado 

en sus áreas de trabajo.3 Como resultado de lo anterior, entre el 7 

al 15 de diciembre de 2014, Robert L. Cusumano, de la compañía 

Coatings Consultants, Inc. (“CCI”), a solicitud de Fusco, realizó 

una inspección del proyecto para corroborar si la capa 

antimicrobiana que había aplicado PR Metal se había adherido 

correctamente en el interior de los ductos de metal, pues se había 

reportado que la capa aplicada se estaba descascarando o 

delaminando. 

El 25 de enero de 2015, CCI rindió un Informe en el cual se 

indicó que la capa antimicrobiana que instaló PR Metal se estaba 

delaminando y que había que tomar acción para remediar o 

corregir dicho trabajo defectuoso.  Acto seguido, Fusco le notificó a 

Precision los defectos, específicamente que la capa aplicada se 

había comenzado a descascarar, y las partículas generadas, en 

algunos casos, terminaron saliendo por los respiraderos de los 

ductos de aire a los espacios de trabajo de oficina y del Tribunal 

Federal.  Se adujo en la demanda que, como resultado del trabajo 

defectuoso, la Administración Federal de Servicios Generales 

(conocida como “GSA” por sus siglas en inglés) dio por terminado el 

contrato con Fusco, produciéndose la terminación automática del 

subcontrato entre Fusco y Precision. Dado lo anterior, ningún 

subcontratista o suplidor contratado por Precision podría 

continuar trabajando en el proyecto, incluyendo a PR Metal.   

Luego de la terminación del contrato, GSA le imputó 

responsabilidad a Fusco por los gastos incurridos relacionados con 

el trabajo defectuoso realizado por PR Metal y su incumplimiento 

al no entregar los trabajos a tiempo. Por su parte, dado que PR 

 
3 Íd. 
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Metal fue subcontratada por Precision, Fusco le imputó 

responsabilidad a Precision por los gastos en lo que tuviese que 

incurrir como resultado del trabajo defectuoso de PR Metal. 

Consecuentemente, Precision incoó una demanda sobre cobro de 

dinero e incumplimiento de contrato contra las co-demandadas y 

reclamó la suma de $1,604,592.00 en concepto de los daños 

ocasionados a Precision, así como por los gastos de reparación 

incurridos a causa del trabajo defectuoso realizado por PR Metal, 

más una suma en concepto de costas y honorarios de abogado. 

Posteriormente, tras varios incidentes procesales, las partes co-

demandadas presentaron sus respectivas contestaciones a la 

demanda.  

Así las cosas, el 19 de junio de 2019, mediante 

comparecencia especial, el Comisionado de Seguros de Puerto Rico 

presentó una “Moción Urgente Solicitando Paralización de los 

Procedimientos al amparo del Art. 40.120 del Código de Seguros de 

Puerto Rico, 26 LPRA sec. 4012”.4 Mediante ésta, solicitó la 

paralización de los procedimientos en el caso de epígrafe, ya que la 

parte co-demandada, Integrand Assurance Company, se 

encontraba en un proceso de rehabilitación bajo las disposiciones 

del Capítulo 40 del Código de Seguros de Puerto Rico, infra. 

Sostuvo que, en el caso Comisionado de Seguros de PR v. Integrand 

Assurance Company, SJ2019CV05526, el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan, había decretado la 

iniciación de un Procedimiento de Rehabilitación contra la 

aseguradora co-demandada, emitiendo la correspondiente “Orden 

de Rehabilitación”5 el 31 de mayo de 2019.  Argumentó que dicha 

orden de rehabilitación advino en efecto inmediatamente y que, 

entre sus disposiciones, se había designado al Comisionado de 

 
4 Íd., Anejo 50, págs. 181-183. 
5 Íd., Anejo 81, págs. 320-343. 
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Seguros como Rehabilitador de la co-demandada y ordenado la 

paralización de todo pleito, acción o procedimiento pendiente en el 

que la aseguradora fuera parte o viniera obligada a defender a una 

parte.6 

Con motivo de lo anterior, el 21 de junio de 2019, la parte 

demandante presentó una “Moción de Desistimiento sin Perjuicio 

contra Integrand Assurance Company al amparo de la Regla 39.1 

de Procedimiento Civil”7 y le solicitó al TPI que le permitiera 

desistir de la causa de acción en cuanto a Integrand sin perjuicio.  

Fundamentó que, en su “Contestación a Demanda”8, Integrand 

había alegado que “no tenía ningún deber u obligación de ofrecer 

cubierta ni proveer defensa puesto que la póliza de seguro 

expedida no cubría los daños reclamados. Dado lo anterior, 

sostuvo que en vista de que Integrand había negado cubierta y que 

se había iniciado un proceso de rehabilitación contra dicha 

aseguradora, deseaba desistir sin perjuicio de su reclamación en 

cuanto a ésta, sin renunciar a su derecho a presentar una 

reclamación en el proceso administrativo, caso de que el 

Comisionado posteriormente iniciara un proceso de liquidación de 

dicha aseguradora, para procurar el pago de su reclamación del 

caudal de la liquidación.9 

En respuesta, 25 de junio de 2019, PR Metal presentó una 

“Moción en Oposición a Desistimiento”.10  En síntesis, adujo que el 

TPI carecía de jurisdicción para atender la moción de 

desistimiento. ya que según las disposiciones del Capítulo 40 del 

Código de Seguros de Puerto Rico, al emitirse la orden e iniciarse el 

procedimiento de rehabilitación contra Integrand, solo procedía 

decretar la paralización.  Arguyó que la orden de rehabilitación era 

 
6 Ídem., pág. 339.  
7 Ibíd., Anejo 51, págs. 184-185. 
8 Íd., Anejo 10, págs. 64-82; pág. 65, párrafo (5) y pág. 68, párrafo (5) y pág. 69. 
9 Íd., Anejo 51, párrafo (3), págs. 184-185. 
10 Íd., Anejo53, págs. 188-191. 
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aplicable a todo pleito en el que Integrand fuera parte y que la 

paralización allí decretada era mandatoria por disposición del 

Código de Seguros, por lo que el TPI carecía de discreción para 

denegar la moción de paralización presentadas por el Comisionado. 

El 25 de junio de 2019, el Foro primario emitió la “Sentencia 

Parcial” apelada y declaró Ha Lugar la moción de desistimiento, 

ordenando el archivo sin perjuicio del caso en lo que respecta a la 

co-demandada Integrand Assurance Company. El 10 de julio de 

2019, PR Metal presentó una “Moción de Reconsideración” y el 22 

de julio de 2019, Precision presentó su oposición a la 

reconsideración.  Evaluadas las mociones de todas las partes, el 13 

de noviembre de 2019, el TPI notificó una “Resolución” mediante la 

cual declaró No Ha Lugar la moción de reconsideración. 

Inconforme con dicha determinación, el 10 de diciembre de 

2019, Puerto Rico Metal acudió ante nos y le imputó al TPI la 

comisión de los siguientes errores: 

Primer Error: Cometió error de derecho el TPI y abuso 
de discreción, al dictar una sentencia parcial de 
desistimiento sin perjuicio en cuanto a un Asegurador, 
cuando previamente existían (sic) una orden de 
rehabilitación dictada al amparo de las disposiciones 
del Código de Seguros de Puerto Rico que dispone la 
paralización de todo pleito, acción o procedimiento 
pendiente en el cual el Asegurador sea parte o venga 
obligado a defender una parte, perjudicando de esta 

manera al asegurado y peticionario Puerto Rico Metal al 
privarlo de forma contraria a derecho de tener cubierta 
y/o representación de parte de su aseguradora 
Integrand; y ante la pretensión del demandante 
Precision de continuar el caso sin la participación de 
Integrand, para luego querer reclamar en el proceso de 
liquidación, atentando contra las facultades del 
Rehabilitador y perjudicando los intereses de los 
asegurados de Integrand, en este caso Puerto Rico 
Metal. 

Segundo Error: El TPI no tenia, ni tiene autoridad o 
discreción para denegar una solicitud de paralización 
del Rehabilitador del Asegurador presentada al amparo 
de una Orden de Rehabilitación emitida de conformidad 
con las disposiciones del Código de Seguros de Puerto 
Rico, por lo tanto incidió en error al emitir una sentencia 
de desistimiento sin perjuicio en lugar de ordenar la 
paralización del caso de epígrafe.   
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El 18 de diciembre de 2019, la parte recurrida compareció 

ante este Tribunal mediante un escrito titulado “Alegato en 

Oposición a Expedición del Auto de Certiorari y Solicitud de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción”.  Con el beneficio de las 

comparecencias de ambas partes, procedemos a resolver. 

II.  

-A- 

La Asamblea Legislativa de Puerto Rico, en el ejercicio de su 

facultad, delegada por el congreso federal, aprobó el Código de 

Seguros de Puerto Rico (“Código de Seguros”).  Véase, San José 

Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., 157 DPR 427, 436 (2002).  El 

referido código se redactó siguiendo los parámetros legislativos 

diseñados por la Asociación Nacional de Seguros (NAIC por sus 

siglas en inglés). La NAIC es una organización compuesta por los 

Comisionados de Seguros de los 50 Estados de los Estados Unidos 

de América, el Distrito de Columbia y cinco territorios, encargada 

de establecer, entre otras cosas, los estándares y regulaciones 

concernientes a la industria de seguros. 

A los fines de atemperar las disposiciones del Código de 

Seguros a cambios propuestos por la NAIC, se aprobó la Ley Núm. 

72 de 17 de agosto de 1991 (“Ley Núm. 72”), la cual enmendó los 

Capítulos 38 al 40 del Código. La Ley Núm. 72 “amplía la 

protección para el público consumidor de seguros y otorga 

mayores poderes a los comisionados de seguros para actuar en el 

caso de un asegurador que opere con menoscabo al capital o quede 

insolvente”.  San José Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., supra, a la 

pág. 436.  Véase, además, la Exposición de Motivos de la Ley Núm. 

72. 

Por su parte, el Capítulo 40 del Código de Seguros 

comprende las disposiciones referentes a la rehabilitación y 



 
 

 
KLCE201901639    

 

8 

liquidación de aseguradores. Art. 40.010 del Código de Seguros, 26 

LPRA sec. 4001. “Provee la reglamentación que guía los 

procedimientos cuando una aseguradora adviene en estado de 

insolvencia, para, de ser posible, lograr su rehabilitación, o en caso 

contrario, iniciar su procedimiento de liquidación”. San José 

Realty, S.E. v. El Fénix de PR, supra, a la pág. 436.  Su propósito 

“es proteger los intereses de los asegurados, reclamantes, 

acreedores y el público en general con un mínimo de intervención 

en las prerrogativas normales de los dueños y la gerencia de los 

aseguradores”.  Art. 40.010 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 

4001.  Sobre el procedimiento antes mencionado, nuestro Máximo 

Tribunal, en el caso de Ruiz v. New York Dept. Stores, 146 DPR 

353, 369 (1998), expresó que:   

[E]l procedimiento del Capítulo 40 del Código de 
Seguros es un mecanismo especial dirigido a proteger 
de la mejor manera posible los intereses de los 
asegurados, reclamantes y acreedores de cualquier 
compañía aseguradora cuya débil condición financiera 
la pone en peligro de no poder atender todas sus 
obligaciones cabalmente. Persigue concretamente la 
rehabilitación de la compañía aseguradora; y si ello no 
es posible, que se satisfagan las obligaciones de ésta 
de la manera más equitativa posible. 26 L.P.R.A. secs. 
4001, 4013.  

 

Cónsono con lo anterior, bajo el Art. 40.100 del Código de 

Seguros, supra, el TPI emitirá una Orden para iniciar el proceso de 

rehabilitación, el cual solo podrá ser solicitado por el Comisionado 

de Seguros y sus sucesores en el puesto como rehabilitador,11 a los 

efectos de que éste tome posesión inmediata de los activos del 

asegurador y los administre bajo la supervisión exclusiva del 

Tribunal.12 “La orden para rehabilitar al asegurador investirá de 

título al rehabilitador sobre todos los activos del asegurador.” Íd.  

Una vez iniciado el procedimiento de rehabilitación, éste 

tendrá el efecto de paralizar todas las acciones en donde el 

 
11 El Art. 40.040(1) del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 4004, faculta 

exclusivamente al Comisionado de Seguros a iniciar cualquier procedimiento al 

amparo del Capítulo 40 del Código de Seguros, supra.  
12 Art. 40.100(1), del Código de Seguros, supra, 26 LPRA sec. 4010.  
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asegurador sea parte o tenga la obligación de proveer servicios 

de representación legal a aun asegurado.  Ello así, dado que el 

Art. 40.120(1) del Código de Seguros, supra,13 expresamente 

dispone que:   

Cualquier tribunal de Puerto Rico, ante quien haya 
pendiente una acción o procedimiento en el cual el 
asegurador sea parte o venga obligado a defender 
una parte cuando se radica una orden de 
rehabilitación contra el asegurador, paralizará la 
acción o procedimiento por noventa (90) días o por 

el tiempo adicional que fuere necesario para que 
el rehabilitador obtenga representación adecuada 

y se prepare para procedimientos ulteriores. El 
rehabilitador tomará la acción que considere necesaria 
con respecto al litigio pendiente en interés de la justicia 
y para la protección de los tenedores de pólizas, 
acreedores y el público en general. El rehabilitador 
tomará en consideración inmediatamente todos los 
pleitos pendientes fuera de Puerto Rico y solicitará 
suspensiones a los tribunales con jurisdicción sobre los 
mismos cuando fuere necesario para la protección de 
los bienes del asegurador. (Énfasis nuestro)   
 

-B- 

La Regla 39.1 de las de Procedimiento Civil regula el 

desistimiento de los pleitos. La norma dispone lo siguiente:   

(a) Por la parte demandante; por estipulación. Sujeto a 
las disposiciones de la Regla 20.5 de este apéndice, 
una parte demandante podrá desistir de un pleito sin 
una orden del tribunal:   
 

(1) Mediante la presentación de un aviso de 
desistimiento en cualquier fecha antes de la notificación 
por la parte adversa de la contestación o de una moción 
de sentencia sumaria, cualesquiera de éstas que se 

notifique primero, o     
 

(2) mediante la presentación de una estipulación de 
desistimiento firmada por todas las partes que hayan 

comparecido en el pleito.     
 

A menos que el aviso de desistimiento o la estipulación 
exponga lo contrario, el desistimiento será sin perjuicio, 
excepto que el aviso de desistimiento tendrá el efecto de 
una adjudicación sobre los méritos cuando lo presente 
una parte demandante que haya desistido 
anteriormente en el Tribunal General de Justicia, o en 
algún tribunal federal o de cualquier estado de Estados 
Unidos de América, de otro pleito basado en o que 

incluya la misma reclamación.     
 

(b) Por orden del tribunal. A excepción de lo dispuesto 
en el inciso (a) de esta regla, no se permitirá a la 

 
13 Art. 40.120(1) del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 4012. 
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parte demandante desistir de ningún pleito, 
excepto mediante una orden del tribunal y bajo 

los términos y las condiciones que éste estime 
procedentes.  A menos que la orden especifique lo 

contrario, un desistimiento bajo este párrafo será 
sin perjuicio. 32 LPRA Ap. V, R. 39.1.  (Énfasis 
nuestro). 
 

Surge del texto antes citado que la regla establece dos cursos 

de acción según el cual la parte demandante deberá proceder, de 

acuerdo con la etapa del litigio en la cual se presente el 

desistimiento.  En lo pertinente al caso que nos ocupa, el inciso (b) 

de la Regla 39.1 de las de Procedimiento Civil, supra, provee para 

el desistimiento cuando la parte adversa ha contestado la 

demanda.  Pramco CV6, LLC v. Delgado Cruz y otros, 184 DPR 453, 

460 (2012). En estos casos, el tribunal tiene discreción para 

finalizar el pleito e imponer las condiciones que estime pertinentes, 

incluyendo que el desistimiento sea con perjuicio.  Íd., a la pág. 

461.  

Dicho de otro modo, en los casos que se presenta un aviso 

de desistimiento, luego de haberse presentado contestación a la 

demanda, “el desistimiento sólo puede obtenerse con el 

consentimiento del Tribunal y bajo aquellas condiciones que 

sean justas”.  De la Matta v. Carreras, 92 DPR 85, 93 (1965). 

(Énfasis nuestro).  Es decir, “el Tribunal deberá, al momento de 

decretar el desistimiento, imponer aquellas condiciones que 

resulten convenientes de acuerdo con las circunstancias del 

litigio”.  Íd., a las págs. 93-94. 

III.  

En el recurso ante nuestra consideración, nos corresponde 

determinar si actuó conforme a derecho el Tribunal de Primera 

Instancia al declarar con lugar la solicitud de desistimiento y 

emitir una sentencia parcial ordenando el archivo sin perjuicio del 

caso de epígrafe en cuanto a la co-demandada, Integrand 
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Assurance Company.  Por estar íntimamente relacionados entre sí, 

procederemos a discutir los señalamientos de error en conjunto. 

Como ya mencionamos, la parte recurrida presentó una 

solicitud de desistimiento al amparo de la Regla 39.1 (b) de las de 

Procedimiento Civil, supra, cuyo desistimiento esta circunscrito a 

la discreción del tribunal. En síntesis, la parte peticionaria 

sostiene que el Foro de Instancia carecía de jurisdicción para 

atender la moción de desistimiento presentada por la parte 

recurrida.  Fundamenta su planteamiento en que, dicha moción de 

desistimiento fue presentada dos días después del Comisionado de 

Seguros haber presentado una moción de paralización basada en 

la orden de rehabilitación emitida por el TPI, Sala Superior de San 

Juan, el 31 de mayo de 2019, producto del proceso de 

rehabilitación que se había iniciado contra la co-demandada, 

Integrand.  Argumenta la parte peticionaria que, a tenor con las 

disposiciones del Código de Seguros, el TPI carecía de discreción 

para denegar la paralización, obviando lo establecido en la orden 

de rehabilitación, por lo que el referido dictamen es nulo.   

Por otro lado, la parte recurrida alega que la moción de 

desistimiento presentada por Precision en nada contradice la 

Orden de rehabilitación o el procedimiento de rehabilitación 

instado por el Comisionado de Seguros contra la co-demandada, 

Integrand. Fundamenta que, la orden de rehabilitación provee la 

paralización a los fines de que la aseguradora pueda prepararse 

para procedimientos ulteriores, por lo que, nada impide que se 

desista sin perjuicio de una reclamación pendiente en contra de la 

aseguradora y se prosiga contra la asegurada co-demandada, aquí 

parte peticionaria.  Dicho de otro modo, la parte recurrida alega 

que el proceso de rehabilitación no impide que se presente una 

solicitud de desistimiento en cuanto a una aseguradora que se 

encuentra bajo un procedimiento de rehabilitación, por lo que el 
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TPI tenía jurisdicción para atender dicha moción y emitir una 

sentencia parcial decretando el archivo sin perjuicio de la causa de 

acción en cuanto a la aseguradora co-demandada, Integrand. 

Reiteramos que el procedimiento de rehabilitación 

consagrado en el Capítulo 40 del Código de Seguros, al igual que el 

procedimiento de liquidación, es un procedimiento especial de 

naturaleza estatutaria. Una vez iniciado el referido proceso de 

rehabilitación contra una aseguradora, las disposiciones 

correspondientes al mismo, consignadas en el Código de Seguros 

son mandatorias.  Esto es, una orden de rehabilitación, emitida 

como parte del proceso de rehabilitación al amparo de las 

disposiciones del Código de Seguros, no es un mero dictamen 

interlocutorio emitido por un tribunal de primera instancia en un 

pleito independiente, sino que se trata de un dictamen vinculante 

a todo pleito en el cual la aseguradora objeto del mismo es parte y 

cuyo contenido responde a un mandato legislativo, por lo que, lo 

allí dispuesto no puede ser obviado discrecionalmente. 

El Procedimiento de Rehabilitación, como ya mencionamos, 

es un proceso de naturaleza especial, cuya ejecución tiene el efecto 

de alterar procedimientos judiciales ajenos a este.  Así, la solicitud 

de paralización no es una táctica legal que busca dilatar los 

procedimientos ante los tribunales, sino que se trata de una 

obligación impuesta al Comisionado de Seguros como ente 

Rehabilitador y con la cual debe cumplir a tenor con el mandato de 

ley, que surge como parte del andamiaje establecido en el Código 

de Seguros, aplicable a casos como el de autos. 

Toda vez que el dictamen del 31 de mayo de 2019, emitido 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, 

en el caso SJ2019CV05526, ordenaba la paralización de toda 

acción o procedimiento pendiente en el cual Integrand fuera parte, 

el foro recurrido carecía de discreción para denegar la solicitud de 
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paralización presentada por el Comisionado de Seguros en virtud 

del mismo. Habida cuenta de lo anterior, el TPI debió reconocer la 

paralización decretada por el Art. 40.120 del Código de Seguros, 

cuyas disposiciones se hicieron formar parte de la orden de 

rehabilitación.  Si bien es cierto que el proceso de rehabilitación de 

una aseguradora permite la presentación de una solicitud de 

desistimiento en cuanto ésta, no es menos cierto que la 

jurisdicción del foro de instancia para atenderla está limitada por 

el estatuto que rige el proceso de rehabilitación.14 De modo que, 

por haberse presentado la solicitud de desistimiento dentro del 

término de paralización, según decretado en la orden de 

rehabilitación como corolario del mandato legislativo consagrado 

en el Art. 40.120, el TPI carecía de jurisdicción para atenderla.  En 

consecuencia, la Sentencia Parcial emitida por el TPI el 24 de junio 

de 2019 fue dictada sin jurisdicción, es nula en derecho y, por lo 

tanto, inexistente.15  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto de 

certiorari y se revoca el dictamen emitido por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de San Juan.  Se devuelve el caso 

al referido Foro para la continuación de los procedimientos, 

conforme a lo aquí resuelto.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
14 San José Realty, S.E. v. El Fénix de PR, supra; Intaco Equipment Corp. v. Arelis 
Const., supra. 
15 Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239 (2012); Montañez v. Policía de 
P.R., 150 DPR 917, 921 (2000). 


